
a los retos de la sociedad actual. Esta transformación digital engloba tres ámbitos de actuación: el de 
organización y gestión de los centros docentes, el de los procesos de enseñanza-aprendizaje, y el de la 
información y comunicación, tanto interna como externa.

No obstante, cualquier iniciativa en este ámbito, por muy loable que sea, ha de adaptarse a las tendencias y 
modelos que la Unión Europea está poniendo en marcha a través de los diferentes Marcos de Referencia de 
la Competencia Digital elaborados por el Centro Común de Investigación (Joint Research Centre), organismo 
dependiente de la Comisión Europea, única entidad que se encarga de la innovación, investigación, 
asesoramiento científico y soporte técnico de la Comisión Europea para apoyar sus políticas dentro del 
«Programa Horizonte 2020», que se concreta en la Agenda Digital para Europa, una de cuyas áreas es la 
relativa al aprendizaje y habilidades para la era digital.

En concordancia con lo anterior, se ha promulgado 
la Orden de 29 de marzo de 2021, por la que se 
establecen los marcos de la Competencia Digital 
en el sistema educativo no universitario de la 
Comunidad Autónoma de Andalucía (BOJA nº 67, 
12 abril 2021), que resulta de aplicación a todos los 
centros educativos de enseñanzas no universitarias, 
tanto públicos como privados, así como al resto de 
servicios adheridos al sistema educativo andaluz: centros del profesorado, equipos de orientación externa 
y demás centros no docentes, tales como las aulas hospitalarias, residencias escolares y cualesquiera otros 
que correspondan a esta tipología.

Para continuar avanzando en el reto de implementar dicho proceso, se han aprobado las Instrucciones de 
20 de septiembre de 2021, de la Dirección General de Formación del Profesorado e Innovación Educativa, 
sobre medidas de transformación digital educativa en el sistema educativo no universitario de Andalucía 
para el curso 2021-2022, iniciadas en el curso anterior.

En resumen, la Transformación Digital en el ámbito educativo es un proceso ambicioso que requiere 
una ingente inversión de recursos, medios y tiempo. Se han puesto en marcha, a nivel normativo y de 
programación, importantes iniciativas para el desarrollo de tan complejo proyecto. Esta Institución no ha 
recibido ninguna queja respecto de la cuestión que abordamos, si bien, hemos podido conocer a finales de 
2021, por los medios de comunicación, algunos datos aportados por la Administración educativa, relativos 
a la implementación de la Transformación Digital en la Comunidad Autónoma de andaluza:

«El 64,43% de los centros educativos han mejorado su nivel de Competencia Digital de Centro y el 55% del 
profesorado ya cuenta con un nivel de competencia docente B1 o superior, por lo que se sigue avanzando 
con paso firme para cumplir con el objetivo europeo de llegar al 80%. Además, 3.700 centros andaluces ya 
han elaborado su propio Plan de Actuación Digital con unas líneas definidas y asociadas a su evaluación y 
formación necesaria para su desarrollo».

«La dotación a los centros educativos de más de 275.000 dispositivos con conexión a internet con el fin de 
reducir la brecha digital entre los estudiantes, 1.800 paneles táctiles y 900 kits de robótica y de investigación 
aeroespacial para el desarrollo de proyectos de metodología STEAM en las aulas».

«En la actualidad, más de 3.000 centros públicos en Andalucía cuentan ya con servicios de conectividad 
de fibra óptica de 1Gb y acceso WIFI en todos sus espacios educativos».

2.6. Creación de empleo de calidad
La crisis ocasionada por la pandemia de la Covid-19 ha afectado intensamente a todos los ámbitos de la 

economía y la sociedad, si bien sus efectos están teniendo una especial repercusión para las empresas y el 
mundo del trabajo, provocando un impacto muy negativo sobre las relaciones laborales.

digital, incluye en su Apartado XVI “Derechos Digitales de la ciudadanía en sus relaciones con las 
Administraciones Públicas” lo siguiente: «Se ofrecerá alternativas en el mundo físico que garanticen los 
derechos de aquellas personas que opten por no utilizar recursos digitales».

La publicación de esta Carta nos parece un hito relevante y un avance significativo en la ruta hacia la 
inclusión digital, que debe partir del establecimiento de garantías para la protección de los derechos 
individuales y colectivos en los nuevos escenarios digitales.

También nos parece un avance significativo que se haya acordado la ampliación del abono social telefónico, 
que actualmente ofrece una reducción en la cuota de la línea fija para pensionistas con ingresos limitados, 
a los paquetes de telefonía. Especialmente positivo nos parece que se haya incluido la posibilidad de 
incluir en dicho abono las tarifas convergentes de Internet y telefonía, así como el acceso universal a 
Internet para colectivos vulnerables. A falta de desarrollo y ejecución por las Comunidades Autónomas, 

parece que estas previsiones se concretarán en el 
programa Único de impulso a la conectividad, para 
el que se han presupuestado fondos destinados, 
entre otros, a un bono social que permita contratar 
o mejorar la conexión a banda ancha fija, con una 
velocidad mínima de 30 Mbps, para personas o 
familias identificadas como vulnerables.

También merece destacarse, en el capítulo de 
avances, la progresiva extensión de la red de fibra óptica que permite una conexión de calidad a Internet 
y que está previsto que llegue al 90 % del territorio nacional en 2024, lo que nos sitúa en la vanguardia 
europea en conectividad.

Esta Institución, por su parte, y en el marco del compromiso asumido de velar por el derecho a la inclusión 
digital de las personas, organizó el 20 de mayo de 2021 una Jornada de debate y reflexión bajo el título 
“Brecha digital. La nueva exclusión”, que contó con la participación de expertos y representantes de la 
Universidad y la Administración, y nos permitió abordar en detalle las múltiples manifestaciones de esta 
nueva realidad y debatir acerca de las medidas y soluciones para enfrentarla. La principal conclusión de 
esta Jornada fue asumir que la digitalización es uno de los principales retos que afronta la sociedad y unos 
de los riesgos principales en materia de inclusión e integración social.

Asimismo, hubo coincidencia entre los expertos presentes en valorar como imprescindible la adopción por 
parte de los poderes públicos de medidas que resulten eficaces y efectivas para conseguir que todas las 
personas puedan disponer de los medios, los recursos y la formación que resultan necesarios para el acceso 
pleno a los servicios de la sociedad digital.

2.5. Adaptar el ejercicio del derecho a la educación a las necesidades de 
sociedades digitales

Durante el año 2021 se han desarrollado parte de dos cursos académicos con la presencia del alumnado 
en las aulas. Una realidad que ha sido posible salvando las graves dificultades y los grandes retos que la 
pandemia ha generado en la sociedad, en la ciudadanía y en el efectivo ejercicio de sus derechos. Y hemos 
de congratularnos que con resultados satisfactorios por el esfuerzo de toda la comunidad educativa.

La pandemia, el confinamiento y las distintas medidas impuestas por las autoridades para frenar la 
propagación del virus han puesto de relieve los graves perjuicios que la brecha digital ha ocasionado 
al alumnado más vulnerable, esto es, aquel que se encuentra en una situación de desventaja por sus 
circunstancias socioeconómicas o por padecer algún tipo de discapacidad.

Para luchar contra la brecha digital, la Administración educativa andaluza puso en marcha para el curso 
2020/2021 la iniciativa denominada «Transformación digital». Un concepto que incluye actuaciones dirigidas 
a la mejora y modernización de los procesos, procedimientos y hábitos de las organizaciones educativas 
y de las personas que, haciendo uso de las tecnologías digitales, mejoren su capacidad de hacer frente 
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Al valorar los avances que se han producido en estos campos, hay que destacar, en primer lugar, las 
medidas adoptadas por los Estados miembros de la Unión Europea para amortiguar el impacto de esta 
crisis, e impulsar la pronta recuperación económica y social.

Entre estas medidas, conscientes de la necesidad en este momento histórico de un esfuerzo sin precedentes 
y de un planteamiento innovador que impulsen la convergencia, la resiliencia y la transformación en la Unión 
Europea, destaca la puesta en marcha por parte del el Consejo Europeo de un Instrumento Europeo de 
Recuperación por valor de 750.00 millones de euros.

Para afrontar la gestión de estos fondos, el Gobierno de España aprobó el Real Decreto-ley 36/2020, de 30 
de diciembre, por el que se aprueban medidas urgentes para la modernización de la Administración Pública 
y para la ejecución del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia. Con dicha norma se establecen 
las disposiciones generales precisas para facilitar la aplicación de los fondos europeos, y se mantienen 

distintos instrumentos de apoyo a la liquidez y 
solvencia de las empresas y autónomos, con el 
fin de garantizar que las empresas viables podrán 
aprovechar plenamente las oportunidades que 
ofrece esta nueva etapa de expansión económica.

En esta línea, hay que citar, asimismo, el Real 
Decreto-ley 27/2021, de 23 de noviembre, 
por el que se prorrogan determinadas medidas 
económicas para apoyar la recuperación, y que 
establece una serie de disposiciones cuya vigencia 

se extenderá más allá de diciembre de 2021, con el fin de proporcionar un marco de seguridad jurídica que 
otorgue estabilidad económica y apoye a las empresas en esta fase de la recuperación.

En el ámbito andaluz, hay que destacar el Decreto-ley 27/2021, de 14 de diciembre, por el que se 
aprueban con carácter urgente medidas de empleo en el marco del Plan de Recuperación, Transformación y 
Resiliencia para Andalucía y que tiene por objeto aprobar y convocar las bases reguladoras para la concesión 
de las subvenciones públicas dirigidas a financiar los programas y medidas implementados en el marco 
de dicho Plan. Del total de las seis iniciativas que se recogen en el decreto se prevé un alcance de más de 
25.000 beneficiarios de ayudas o incentivos para favorecer la contratación de distintos grupos de población.

Dentro de este balance de medidas, en materia de empleo, destaca especialmente la reordenación de 
las relaciones laborales que se ha acordado por el Gobierno y los agentes sociales y que se ha aprobado 
a través del Real Decreto-ley 32/2021, de 28 de diciembre, de medidas urgentes para la reforma laboral, 
la garantía de la estabilidad en el empleo y la transformación del mercado de trabajo. Aunque el objetivo 
principal del nuevo marco legislativo es acabar con la temporalidad del mercado de trabajo en España 
(26,02%), también servirá para corregir desequilibrios dentro de la negociación colectiva y dotar de mayor 
flexibilidad a las empresas en dificultades para evitar cierres y despidos.

Asimismo, en el ámbito del empleo público se han acometido en el último año importantes reformas 
dirigidas a la minoración del empleo temporal en este sector, que han culminado con la aprobación de la 
Ley 20/2021, de 28 de diciembre, de medidas urgentes para la reducción de la temporalidad en el empleo 
público, que incorpora importantes novedades en la regulación legal del personal interino, la reducción de 
la temporalidad en el empleo público y el control del empleo público temporal.

En este marco, por parte de la Administración de la Junta de Andalucía se han venido aprobando distintas 
Ofertas de Empleo Público para la estabilización del empleo temporal en dicha Administración, con arreglo 
a los criterios establecidos en las normas básicas de aplicación en esta materia, siendo aprobada la oferta 
correspondiente al año 2021 por Decreto 263/2021, de 21 de diciembre.

En materia de prevención de riesgos para la salud de los trabajadores, destaca el reforzamiento de las 
medidas preventivas y de control que se han venido adoptando en el último año. También valoramos muy 
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positivamente que el renovado Plan de Prevención y Atención de Agresiones para los Profesionales del Sistema 
Sanitario Público de Andalucía vincule la prevención y atención de estas situaciones como proceso a abordar 
desde el Sistema de Prevención de Riesgos Laborales de los profesionales del SAS.

En cuanto al teletrabajo, destaca la aprobación del Real Decreto-ley 28/2020, de 22 de septiembre, 
que proporciona una regulación razonable, transversal e integrada de esta materia. Esta regulación se 
complementa con el Real Decreto-ley 29/2020, de 29 de septiembre, de medidas urgentes en materia de 
teletrabajo en las Administraciones Públicas y de recursos humanos en el Sistema Nacional de Salud para 
hacer frente a la crisis sanitaria ocasionada por la COVID-19.

2.7.  Pobreza infantil y situaciones de riesgo en infancia y adolescencia
Desde que se decretó el Estado de alarma y se paralizó la actividad económica en nuestro país con las 

medidas de contención para evitar la propagación del SARS-CoV-2, se han aprobado y puesto en práctica 
un conjunto de actuaciones públicas dirigidas al sostenimiento de rentas de las familias. Iniciativas que 
han tenido como propósito principal paliar la grave situación en la que se han encontrado y se encuentran 
muchas familias principalmente por la pérdida del empleo de sus miembros, motivada por la paralización 
de numerosos sectores de la economía española tras la pandemia.

La Unión Europea ha aprobado un paquete de medidas financieras a través de los fondos NextGenerationEU, 
instrumento temporal concebido para impulsar la recuperación con un montante de 1,8 billones de euros. 
Es de destacar que el Reglamento que desarrolla estos fondos reconoce la importancia de invertir en la 
infancia y, por ello, establece como una de sus prioridades las políticas para la próxima generación, la 
infancia y la juventud, tales como la educación y el desarrollo de capacidades.

También la Comisión Europea ha aprobado la Garantía Infantil Europea, una medida destinada a combatir 
la pobreza infantil y sus consecuencias dentro de la Unión Europea que tomará la forma de Recomendación 
del Consejo de la Unión Europea. Esta iniciativa se enmarca dentro de una perspectiva más amplia de 
derechos de la infancia: es uno de los instrumentos principales de la Estrategia Europea de Derechos de 
la Infancia 2021-20243y del Plan de Acción del Pilar Europeo de Derechos Sociales.

A nivel nacional, un hito importante en este ámbito 
ha sido la puesta en marcha del Ingreso Mínimo 
Vital (IMV). Esta prestación, articulada a partir 
del mandato que el artículo 41 de la Constitución 
Española, otorga al régimen público de Seguridad 
Social la misión de garantizar la asistencia y 
prestaciones suficientes ante situaciones de 
necesidad y asegura un determinado nivel de rentas 
a todos los hogares en situación de vulnerabilidad 
con independencia del lugar de residencia.

Asimismo, a nivel estatal se ha aprobado la Alianza País Pobreza Infantil Cero que tiene como propósito 
fomentar la participación y la creación de alianzas del conjunto de actores sociales para trabajar por una 
visión común: una España en la que todos los niños, niñas y adolescentes tengan las mismas oportunidades 
de futuro sin importar las condiciones de su nacimiento. Para poder abordar las múltiples dimensiones 
de la pobreza infantil -educativa, nutricional, cuidados, vivienda o brecha digital- es imprescindible la 
colaboración de todos los actores mediante estrategias eficaces que tengan en cuenta las necesidades de 
la infancia vulnerable.

En el caso de la Junta de Andalucía, desde que se declaró la pandemia, esta ha puesto en funcionamiento 
medidas de protección social a las familias. En este aspecto cobran un especial protagonismo la Renta 
Mínima de Inserción Social (RMISA), el Plan de Solidaridad y Garantías Alimentarias (SYGA) o el Programa 
de Refuerzo de Alimentación Infantil (PRAI). Programas que, a pesar de su importancia, no han estado 
exentos de vicisitudes en su funcionamiento desde que se decretó el Estado de alarma.
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